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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO HA SOLICITADO AL JUEZ / IMPROCEDENCIA. [S]e advierte, de entrada, que la solicitud de la accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.” Y es que nada se observa de las copias remitidas por el Juzgado (CD folio 19), ni se hizo mención sobre el particular o se probó, acerca de que la interesada le haya solicitado al juzgado demandado, que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, que gestione el impulso del proceso ante la mora que percibe. Solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad judicial susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben al juez ordinario. 
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Acta N° 457 de septiembre 1 de 2017
  



Se decide la acción de tutela promovida por Olga Lucía García Patiño contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, a la que fueron vinculados Ovidio de Jesús García Moncada; María Gladys, José Orlando, Héctor Samud-Saimud o Saimod, Jairo de Jesús García Moncada; Galia Vanessa Guzmán García; Fabián Augusto, José Fernando, Mónica Patricia, Andrés Mauricio García Patiño; James, Jhon Edison, Julieth García Quintero; Carmen Calvo; Municipio de Quinchía; herederos indeterminados de Félix García Rendón, Fernanda Calvo, María Cirila Calvo, Luis Anibal García Calvo, María Marleny García Moncada, Luis Anibal García Moncada, Germán García Moncada; personas que se crean con derechos sobre los bienes inmuebles distinguidos con las matrículas inmobiliarias números 293-7683 y 293-15635 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría (Carrera 6ª No. 4-19, barrio La Plazuela, Quinchía); Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas; Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; herederos indeterminados de Carmen Calvo, y Jhonny García Quintero.
ANTECEDENTES

Olga Lucía García Patiño, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, en la que aduce la violación de los derechos contitucionales fundamentales “al ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, A LA IGUALDAD, AL IMPULSO OFICIOSO POR PATE DEL JUEZ Y EL DERECHO A LA PREVALENCIA”. 
Dice en su libelo que en el despacho judicial accionado se tramita un proceso de pertenencia a instancia de Ovidio de Jesús García Moncada contra Félix García Rendón y otros, radicado al número 66594-31-89-001-2014-00058-00, demanda admitida con auto del 30 de mayo de 2014; luego de superadas varias irregularidades, se dictó sentencia el 16 de septiembre de 2016, por medio de la cual se negaron las pretensiones y en segunda instancia esta Corporación declaró la nulidad del proceso y ordenó que se subsanaran las falencias señaladas. Con mucha lentitud se han superado, pero aún no se señala fecha para proferir la respectiva sentencia de primera instancia en detrimento de todas las personas que aparecen como demandadas, toda vez que el demandante, señor Ovidio de Jesús García Moncada continúa usufructuando el bien inmueble de manera exclusiva y percibiendo los arrendamientos que genera, cuando está demostrado que el inmueble pertenece a un crecido número de herederos y con falsos testimonios ha pretendido apropiarse del mismo.
Que desde la presentación del libelo, tanto ella como los demás demandados han tenido que asumir altos costos para su desplazamiento hacia Quinchía, lo mismo que los que deben suministrar a los abogados por residir en otras ciudades, sin que ello sea tenido en cuenta por el Juzgado, además, se les priva de percibir frutos como comuneros o de iniciar proceso divisorio o de rendición de cuentas.
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados y como consecuencia de ello, ordenar al Juzgado accionado proceder en el término de 48 horas a darle impulso al proceso.

  



Se dispuso el trámite con la vinculación incial de Ovidio de Jesús García Moncada; María Gladys, José Orlando, Héctor Zamud, Jairo de Jesús García Moncada; Galia Vanessa Guzmán García; Fabián Augusto, José Fernando, Mónica Patricia, Andrés Mauricio García Patiño; James, Jhon Edison, Julieth García Quintero; Carmen Calvo; Municipio de Quinchía; herederos indeterminados de: Félix García Rendón, Fernanda Calvo, María Cirila Calvo, Luis Anibal García Calvo, María Marleny García Moncada, Luis Anibal García Moncada, Germán García Moncada; personas que se crean con derechos sobre los bienes inmuebles distinguidos con las matrículas inmobiliarias números 293-7683 y 293-15635 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría (Carrera 6ª No. 4-19, barrio La Plazuela, Quinchía); y con posterioridad a la Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas; Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; herederos indeterminados de Carmen Calvo, y Jhonny García Quintero.

El despacho judicial informó sobre las gestiones procesales adelantadas luego de que se decretara la nulidad de lo actuado en primera instancia; dijo que está pendiente por secretaría pasar el expediente a despacho para resolver sobre las publicaciones que se allegaron al asunto en forma extemporánea, y en donde se encuentra pendiente de requerir para que se arrime un certificado de defunción, así como para ordenar el emplazamiento de herederos indeterminados de Carmen Calvo, lo que se procedió a hacer; por ello, existe una carencia actual de objeto por hecho superado. Agregó que como lo que está pendiente es la vinculación de la parte pasiva, lo que debe hacerse a través de emplazamiento (publicaciones en prensa y en el registro nacional) no puede omitirse tal gestión, pues se incurriría nuevamente en una causal de nulidad y eventual trasgresión de derechos fundamentales de defensa, contradicción y debido proceso de personas con derechos reales inscritos sobre el predio. Que se destaca el cúmulo de acciones constitucionales que se deben tramitar en forma prioritaria, lo que ha dilatado un poco el respectivo trámite, situación que se ha puesto en conocimiento del único abogado que ha averiguado por el proceso, lo que hace en forma telefónica y solo una vez lo hizo de manera personal; y se remitieron las copias solicitadas (f. 20 disco compacto).
Quien se anunció como John Jairo Mejía Grand (f. 35) en calidad de apoderado sustituto de Jairo García Moncada,  manifestó que se daba como notificado por conducta concluyente sin realizar ningún pronunciamiento. Tal intervención, al margen de lo expresado, no tendrá acogida alguna por cuanto no se arrimó poder especial que acredite su condición en el presente asunto.
El Coordinador Grupo de Atención de Procesos Judiciales del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural solicitó la desvinculacón de la entidad, por cuanto la parte actora no le endilga pretensión alguna que implique la toma de decisiones por su lado.

El Coordinador de la Sede Eje Cafetero de la Dirección Territorial  Valle del Cauca de la UAE de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas informó sobre su gestión dentro del proceso de que da cuenta esta demanda contitucional y que no actúan como parte dentro del mismo, como quiera que han intervenido brindado información requerida para que se continúe con la acción especial de pertenencia.

CONSIDERACIONES

  



Se recuerda que la acción de tutela, se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, que estima amenazados la demandante, por la dilación en la resolución final que espera dentro del proceso de pertenencia en el que figura como co-demandada, lo que, indica, le genera costos y la imposibilidad de acceder a otra clase de acciones para poder disponer del inmueble cuya prescripción se ha solicitado por Ovidio de Jesús García, quien no tiene derechos sobre el mismo.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegado en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, se advierte, de entrada, que la solicitud de la accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que nada se observa de las copias remitidas por el Juzgado (CD folio 19), ni se hizo mención sobre el particular o se probó, acerca de que la interesada le haya solicitado al juzgado demandado, que proceda en la forma como ahora se reclama, es decir, que gestione el impulso del proceso ante la mora que percibe.

 



Solo a partir de la gestión que en tal sentido adelante y acorde con lo que suceda en torno a ello, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad judicial susceptible de remediar por la vía constitucional. Como no ha ocurrido de esa manera, es inviable que esta Corporación asuma o se anticipe a las funciones y decisiones que incumben al juez ordinario. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura.

  



Se absolverá a los demás involucrados por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Olga Lucía García Patiño contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, a lade Cabal, a la que fueron vinculados Ovidio de Jesús García Moncada; María Gladys, José Orlando, Héctor Samud-Saimud o Saimod, Jairo de Jesús García Moncada; Galia Vanessa Guzmán García; Fabián Augusto, José Fernando, Mónica Patricia, Andrés Mauricio García Patiño; James, Jhon Edison, Julieth García Quintero; Carmen Calvo; Municipio de Quinchía; herederos indeterminados de: Félix García Rendón, Fernanda Calvo, María Cirila Calvo, Luis Anibal García Calvo, María Marleny García Moncada, Luis Anibal García Moncada, Germán García Moncada; personas que se crean con derechos sobre los bienes inmuebles distinguidos con las matrículas inmobiliarias números 293-7683 y 293-15635 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría (Carrera 6ª No. 4-19, barrio La Plazuela, Quinchía); Unidad Administrativa de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas; Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; herederos indeterminados de Carmen Calvo, y Jhonny García Quintero.
Se absuelve a los vinculados de oficio.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente si no hubiera impugnación o revisión, sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS             DUBERNEY GRISALES HERRERA  

� Sentencia C-543-92
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